EL HONORABLE CONGRESO CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA,  EN  EJERCICIO  DE  LAS  FACULTADES  QUE  LE  CONFIERE  LOS  ARTICULOS 33 FRACCION II, Y 39  DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, EN NOMBRE DEL PUEBLO, Y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que mediante oficio número 1390/10 de fecha 11 de Noviembre de 2010, los Diputados Secretarios del H. Congreso del Estado, turnaron a las Comisiones de Estudios Legislativos y Puntos Constitucionales, y de Protección de la Niñez y la Juventud la Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto, presentada por el Diputado Leonel González Valencia y demás integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, relativa al proyecto de decreto que adiciona los artículos 24 Bis y 24 Ter de la Ley de los Derechos y Deberes de las Niñas, los Niños y los Adolescentes del Estado de Colima, la cual dentro de sus argumentos establece textualmente que: 

“Los niños y las niñas, como parte de la sociedad en la que viven, deben disponer de la libertad de crecer en un ambiente de salud, paz y dignidad, así como participar activamente en el desarrollo y en las decisiones de su comunidad. Todos los niños y todas las niñas, sin excepción, tienen los mismos derechos. 

Un número importante de niños y niñas en México viven en situaciones de vulnerabilidad y violación de sus derechos humanos. Por ello requieren protección de las autoridades gubernamentales, así como de la sociedad en general. La desprotección tiene sus raíces en la pobreza, la desigualdad y la ausencia de un sistema de protección integral, así como en la cultura de violencia y discriminación, aunque se ha reducido en comparación con el pasado, aún es muy común.

Debemos contribuir al pleno cumplimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes en el país, visualizando las desigualdades que les afectan, apoyando en la generación de datos actualizados, articulando e impulsando esfuerzos del gobierno, la sociedad civil y el sector privado, y promoviendo el diseño y la implantación de políticas públicas y presupuestos adecuados, aunados a acciones legislativas que refuercen y actualicen el marco legal para lograr la eficiente protección de esos derechos. 

La Convención sobre los Derechos del Niño
, del cual México forma parte, establece en su artículo tercero numeral tres lo siguiente: 

“Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en relación con la existencia de una supervisión adecuada.”

La presente iniciativa busca adicionar la Ley de los Derechos y Deberes de las Niñas, los Niños y los Adolescentes del Estado de Colima, con objeto de incidir favorablemente en dos problemáticas que afectan directamente a la niñez. Por un lado, pretende que la autoridad estatal en coordinación con las autoridades federales y municipales implante de manera coordinada programas, mecanismos y protocolos de seguridad que tengan por objeto la búsqueda inmediata de menores de edad desaparecidos. 

Por otro lado, se propone que la autoridad estatal, en el ámbito de su competencia vigile el cumplimiento de la regulación jurídica en materia de prestación de servicios de asistencia social para niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo y vulnerabilidad; e implemente los mecanismos necesarios para que los centros públicos, privados y sociales que atienden a niñas, niños y adolescentes cumplan los requerimientos necesarios de infraestructura, recursos y funcionamiento que garanticen su salud física y mental. 

Sin duda estos dos aspectos que afectan a las niñas y los niños convergen en la violación de sus derechos, el secuestro de menores representa para ellos y su familia, violencia física y psicológica, maltratos y, en casos extremos, la muerte. Cuando en un centro, guardería o estancia no se cuenta con los requerimientos de infraestructura, recursos humanos y materiales apropiados y calificados, necesariamente se desencadenan deficiencias que repercuten directamente en la mala atención y en maltratos hacia los menores. 
Es en ese sentido que se aprobó la NOM-EM-001-SSA3-2010, Asistencia social. Prestación de servicios de asistencia social para niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo y vulnerabilidad, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2010, la cual tiene por objeto: Establecer las características y los requisitos mínimos que deben observarse en los establecimientos y espacios de los sectores público, social y privado que presten servicios de asistencia social a niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo y vulnerabilidad. 

En dicha Norma se establece que la vigilancia de su aplicación, corresponde a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como a los gobiernos de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Hacia allá va encaminada esta iniciativa. Busca reforzar la legislación de tal manera que contribuya a subsanar las omisiones que existen en estas materias en la ley encargada de proteger los derechos de las niñas, los niños y los adolescentes. 

El secuestro de menores en nuestro país se considera uno de los delitos de mayor impacto en la sociedad. Deja secuelas emocionales y psicológicas que difícilmente pueden borrarse, lo cual representa una amenaza latente en la estabilidad de la población. 

La afectación que sufren de manera específica los menores tiene como consecuencia la alteración total y permanente de su entorno, ello sin dejar de considerar el daño irreparable que se produce en el núcleo familiar.

Datos de la Asociación México Unido contra la Delincuencia indican que anualmente en nuestro país desaparecen 45 mil menores de 18 años. El Distrito Federal, el estado de México y Jalisco son las entidades que registran el mayor índice delictivo al respecto. Las cifras oficiales más recientes son de 2006, otorgadas por la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos de Tráfico de Menores, Indocumentados y Órganos, dependiente de la Procuraduría General de la República, y de la Policía Cibernética, dependiente de la Policía Federal Preventiva; registran el secuestro de 12 mil niños con fines de explotación sexual y laboral
, sin dejar de considera la inflación de la citada cifra en los últimos dos años. 

Las cifras anteriores reflejan la necesidad de establecer mecanismos de seguridad eficaces que permitan disminuir la incidencia delictiva del secuestro de menores de edad. Es fundamental la coordinación de esfuerzos entre las autoridades, la sociedad y los medios de comunicación para combatir este delito, que cada vez afecta más a nuestra sociedad. Debe considerarse que casi la mitad de la población mexicana es menor de edad, por lo que debe reconocerse que niñas, niños y adolescentes son más propensos a ser víctimas que los adultos, y aumenta cada vez más su vulnerabilidad para sufrir este tipo de delitos que atentan contra sus derechos fundamentales. 

Actualmente existen inmensas redes de organizaciones que potencializan sus recursos económicos mediante el secuestro de menores para diversos fines, actividad que sólo es superada por el comercio de drogas y armas en el nivel de ganancias
. 

En la mayoría de los casos de secuestro de menores, las primeras horas son fundamentales para localizar al menor de edad, toda vez que son las que permiten a los secuestradores tener margen de acción para lograr la consumación del ilícito. Existen casos de secuestros que se consuman en un par de horas. Los delincuentes monitorean las frecuencias de radio de las autoridades en materia de seguridad pública para saber si los familiares de la víctima dieron aviso a éstas; asimismo, los delincuentes pueden evadir a las autoridades para no ser detenidos; además cuentan con documentos de identificación que elaboran con maquinaria de su propiedad, como credenciales de cualquier tipo, pasaportes, licencias de conducir, actas de nacimiento y hasta tarjetas de crédito, es decir, cuentan con todo lo necesario para agilizar la comisión de ilícito. 

Es de hacer notar que existen disposiciones de carácter internacional de las que México es parte, como la Convención de los Derechos del Niño
, así como la Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores de La Haya, las cuales señalan que los Estados parte deberán actuar con diligencia en la denuncia de desaparición de menores. Sin embargo, la actuación de las autoridades es contraria a lo dispuesto en las citadas convenciones, al no contar con mecanismos adecuados de reacción inmediata para prevenir la consumación de delitos cometidos contra menores de edad. 

Aunado a las consideraciones anteriores, mediante la aprobación y la entrada en vigor de la Ley de los Derechos y Deberes de las Niñas, los Niños y los Adolescentes del Estado de Colima, se les reconoce a los menores de edad diversos derechos y protecciones en todas las etapas de su desarrollo, entre los cuales sobresalen el derecho a la vida, a la protección de su integridad, a la libertad, contra el maltrato y contra el secuestro. 
Específicamente, la citada ley, objeto de la presente iniciativa, incluye en el artículo 4° fracción VI, como uno de sus principios rectores, el de la corresponsabilidad de los miembros de la familia, el Estado y la sociedad en la protección de los derechos de los menores. 
Adicionalmente, cabe señalar que el artículo 24, de la ley objeto de esta iniciativa establece el derecho de niñas, niños y adolescentes de ser protegidos contra actos u omisiones que puedan afectar su salud física o mental, así como su normal desarrollo, protegiéndolos, entre otros delitos, del secuestro, lo cual refuerza el objeto de la adición del artículo 24 bis para implantar mecanismos que prevengan la comisión de este tipo de delitos.

Por ello es necesario establecer mecanismos que permitan participar a la ciudadanía de manera proactiva, adoptando medidas que permitan la reducción de los niveles de exposición y vulnerabilidad de los menores ante el riesgo latente de ser secuestrados.

Con esto se puede complementar y reforzar el trabajo de las autoridades para salvaguardar la integridad de la ciudadanía, asegurando el combate de este delito y la prevención del mismo.

A manera ejemplificativa, en Chihuahua, debido al aumento en el número de desapariciones de mujeres que se ha registrado en los últimos años (incluyendo menores de edad), la Procuraduría de Justicia local impuso en 2006 el Protocolo Alba, mediante el cual se activa una alerta para iniciar la búsqueda de niñas y mujeres reportadas como desaparecidas y que se consideran de alto riesgo, al sospecharse que las secuestraron. En la búsqueda participan autoridades de los tres niveles de gobierno, tales como la Procuraduría General de la República, la Policía Federal Preventiva, el Centro de Inteligencia Policial, la Agencia Estatal de Investigaciones y la Secretaría de Seguridad Pública Estatal.

La manera de operar del protocolo consiste en solicitar la colaboración de los medios de comunicación y la ciudadanía en general para localizar a la persona desaparecida. Se otorga a las autoridades fotografía reciente, nombre, edad, fecha en que desapareció, lugar en donde desapareció, así como características físicas y ropa que vestía, para que, en caso de haber sido vista, se comuniquen a los números telefónicos que se proporcionan
.

Otra de las formas en que se manifiesta la actual adopción de mecanismos y protocolos de seguridad al respecto, es la “Alerta Amber“, la cual se implantó en Estados Unidos y por su gran eficacia ha sido adoptada por diversos países de América Latina, como en Puerto Rico
. 

Dicha alerta se constituye mediante una asociación voluntaria entre las autoridades policiales, las emisoras de radio y televisión y las agencias de transportación. Al accionarse la Alerta Amber se emite un boletín urgente de carácter informativo mediante ondas radiales y televisivas, así como en anuncios electrónicos en carreteras o vías de transporte terrestre, a fin de obtener la ayuda de la ciudadanía para encontrar a niñas y niños secuestrados y detener a los responsables del acto. Basándose en el mismo concepto empleado para alertar al público de una emergencia climática seria, denominado Sistema de Transmisión de Emergencias, se emite la descripción del menor secuestrado y del presunto secuestrador; la finalidad es llamar la atención de toda la comunidad para la búsqueda y el regreso a salvo de un menor secuestrado antes de que sufran algún daño físico
.
Esta alerta sólo se emite cuando las circunstancias que rodean la desaparición del niño satisfacen los criterios de Alerta Amber locales o estatales. Si un caso no satisface dichos criterios, se ponen en vigor muchos otros métodos de investigación, como el uso de perros rastreadores, las entrevistas en vecindarios, la obtención de pruebas pertinentes para el caso y la verificación de la lista de delincuentes en torno al delito de secuestro de menores. 

La Alerta Amber es uno de los recursos que emplean las autoridades policiacas como parte de una estrategia más amplia de recuperación de niños, y aun cuando la Alerta Amber no se emita, se podría solicitar la ayuda de los medios de comunicación en casos específicos
. Así se pueden establecer mecanismos o protocolos de seguridad eficaces que permitan la coordinación de las autoridades para la búsqueda y la localización de menores de edad cuando éstos hayan desaparecido. Se puede reaccionar en el menor tiempo posible y de manera adecuada, incluyendo la participación de la sociedad y de los medios de comunicación. 

Con este enfoque se plantea en la presente iniciativa promover que las autoridades estatales en coordinación con las federales y las municipales, implanten protocolos de seguridad que permitan la prevención de delitos y protejan a la ciudadanía, teniendo como premisa el fortalecimiento de la participación social en coordinación con las autoridades para enfrentar el delito de secuestro de menores, a fin de reducir los espacios de oportunidad de acción para la delincuencia mediante la colaboración y la coordinación de esfuerzos para combatirla. El principal propósito es dotar a los ciudadanos de mecanismos pertinentes para reducir la vulnerabilidad de los menores de edad contra el riesgo específico de ser víctima de este delito, mediante protocolos como los mencionados en caso de desaparición de menores. 

De esta manera, mediante la unión de esfuerzos entre la sociedad y las autoridades para prevenir y hacer previsible la existencia de este gran problema, con el establecimiento de mecanismos adecuados, se logrará la cultura de prevención del delito entre la ciudadanía, pudiendo así disminuir el secuestro de menores de edad. 

El otro aspecto que busca regular la iniciativa es el relacionado con las condiciones y los requerimientos que deben cumplir los centros en los que se atienden a niñas y niños. La atención que se brinda a los niños y las niñas se manifiesta en un conjunto de acciones o prácticas de crianza que afectan el desarrollo. Estas acciones y prácticas varían según la persona que brinda la atención y los ambientes en que esta se da. Una atención buena debe lograr crear un ambiente que no solamente proteja a los niños y las niñas de peligros y riesgos, sino que facilite, estimule y promueva su desarrollo
. 

El ambiente más inmediato e importante para el desarrollo de las niñas y los niños es la familia. Para ofrecerles atención, una familia cuenta con un conjunto de creencias, valores y aspiraciones; cierto nivel de conocimiento derivado de las experiencias y de otras fuentes; condiciones ambientales, económicas y sociales del lugar en el que viven y con una estructura e historia familiar. Estos elementos influyen en las decisiones sobre quién va a asumir la responsabilidad y quién va a dar la atención, sobre el tiempo y los recursos destinados a la atención, y sobre las acciones y prácticas específicas que constituyen dicha atención. 

La atención a niñas y niños puede brindarse también en un ambiente o entorno extrafamiliar proporcionado por diferentes actores, entre los que se pueden mencionar los siguientes: una vecina en su casa, la comunidad, el gobierno, organizaciones privadas o sociales por medio de servicios extrafamiliares. Estas alternativas complementan la atención de la familia y pueden verse como espacios de transición para la niña o el niño. 

Es importante tomar en cuenta que cualquiera que sea el ambiente de atención, familiar o extra familiar, este entorno debe contar, entre otros elementos, con acceso a servicios, infraestructura funcional, condiciones y prácticas sanitarias, alimentación adecuada, así como condiciones que protejan contra enfermedades y daños. El ambiente debe también proveer amor y afecto, interacción y estimulación variada, condiciones para la exploración y el descubrimiento, formas de socializar a las niñas y los niños, e introducirlos a experiencias y destrezas que facilitarán el aprendizaje y una vivencia sana durante los demás años de su vida. 

A pesar de estos requerimientos, con los que es indispensable que cuenten los establecimientos, centros, estancias o guarderías en los que se atiende a niñas y niños, se siguen presentando casos en que están funcionando sin contar con las mejores instalaciones, requerimientos o el personal avalado por la autoridad correspondiente, lo que se traduce en deficiencias en la atención y el cuidado de los menores, y en ocasiones en maltrato infantil. 

Al no estar normados dichos establecimientos conforme a los requisitos establecidos, la integridad de los niños podría correr peligro al permanecer bajo la tutela de personal sin los conocimientos adecuados, o bien, en instalaciones inapropiadas. 

Como se citó, actualmente se encuentra vigente la Norma Oficial Mexicana de Emergencia NOM-EM-001-SSA3-2010, Asistencia social. Prestación de servicios de asistencia social para niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo y vulnerabilidad, la cual estará vigente por seis meses a partir del día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, pudiendo prorrogarse su vigencia, en términos de los establecido en la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; existiendo además, el supuesto de que si durante la vigencia de dicha norma, entrara en vigor la Norma Oficial Mexicana que derive del Proyecto de Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-032-SSA3-2009, Asistencia social. Prestación de servicios de asistencia social para niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo y vulnerabilidad; dejará de surtir efectos la citada Norma Oficial Mexicana de Emergencia. 

En la citada Norma se establecen las condiciones mínimas de seguridad y protección, que deben existir en los establecimientos y espacios que prestan servicios de cuidado, atención, alimentación y alojamiento para niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo y vulnerabilidad, atendiendo siempre al principio del interés superior del menor, por lo que es indispensable que las autoridades estatales, en el ámbito de su competencia verifiquen la aplicación de dicha Norma, a efecto de garantizar el bienestar de los niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo y vulnerabilidad en los establecimientos y espacios que presten servicios de asistencia social. 

Por ello se propone adicionar el artículo 24 ter de la Ley de los Derechos y Deberes de las Niñas, los Niños y los Adolescentes del Estado de Colima, a efecto de que las autoridades estatales, en el ámbito de su competencia vigilen el cumplimiento de las normas oficiales e implementen los mecanismos necesarios para que los centros públicos, privados y sociales que atienden a niñas, niños y adolescentes cumplan los requerimientos de infraestructura, recursos y funcionamiento necesarios que garanticen su salud física y mental.
Esta propuesta recoge las principales ideas de diferentes iniciativas que en ese sentido  se han presentado en diversos Congresos de los estados de la Nación, y particularmente la presentada en el Senado de la República por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en esa Cámara Alta”.  

SEGUNDO.- Que mediante oficio número 1802/011 de fecha 9 de febrero de 2011, los Diputados Secretarios del H. Congreso del Estado, turnaron a las Comisiones de Estudios Legislativos y Puntos Constitucionales, y de Protección de la Niñez y la Juventud la Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto, presentada por la Diputada Itzel Sarahí Ríos de la Mora y demás integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, los Diputados Alfredo Hernández Ramos y José Guillermo Rangel Lozano Integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza, y el Diputado Único del Partido del Trabajo Olaf Presa Mendoza relativa a adicionar un artículo 13 Bis a la Ley de los Derechos y Deberes de las Niñas, los Niños y los Adolescentes del Estado de Colima, la que en su exposición de motivos señala textualmente que:

“Uno de los pilares más importantes para nuestra sociedad son nuestras niñas, niños y adolescentes, los cuales constituyen una pieza fundamental en la constante transformación social y cultural que se vive hoy en día en el devenir del desarrollo de una población cada vez más dinámica y cambiante.

Al haber suscrito y ratificado la Convención sobre los Derechos del Niño, nuestro país adquirió el compromiso de implementar una serie de medidas apropiadas para garantizar el ejercicio de los derechos contemplados en la misma. Atendiendo esta obligación, se ha iniciado en México un proceso de adecuaciones legislativas tendientes armonizar el marco jurídico nacional así como el de nuestro Estado con los principios que contempla dicha Convención,  con el objetivo de que todas las niñas, los niños y los adolescentes tengan derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral, promoviendo que sea el Estado el que proporcione lo necesario para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos a fin de que alcancen una vida digna evitando que sean víctimas de la violencia, crueldad, opresión, explotación laboral, sexual y comercial, abusos, maltratos, daños, agresiones, adicciones, etc.
Cabe señalar que las leyes vigentes en el Estado deberán establecer las formas de prever y evitar actos u omisiones que lesionen los derechos de las niñas, los niños y los adolescentes o que puedan afectar su normal desarrollo, su salud física o mental, pero especialmente se les deberá proteger por parte de la madre, el padre, los tutores y  toda persona que los tengan bajo su cuidado y custodia a éstos desde el seno familiar, siendo la familia el núcleo básico de la sociedad.
Al respecto, resulta necesario analizar y regular las diferentes conductas humanas que día con día de manera triste y lamentable se reflejan en conductas indeseables para un grupo tan vulnerable como lo son las niñas, los niños y los adolescentes, cuyas consecuencias negativas impiden el pleno y armónico desarrollo de su personalidad en el seno de la familia, la escuela y la sociedad. 

Así, uno de los principales y más complejos problemas que se presentan en la actualidad con relación a las niñas, los niños y los adolescentes es en el campo laboral, ámbito en el que se refleja una grave violación a los derechos que nuestro marco jurídico consagra a favor de este sector de la población, situación que nos preocupa y ocupa en nuestro carácter de representantes populares a establecer normas y disposiciones en esta materia a efecto de contar con una legislación adecuada que tenga como objetivo la protección de las niñas, niños y adolescentes, así como prever y sancionar toda manifestación y forma de maltrato, adicciones, prejuicio, daño, agresión, discriminación, abuso sexual, lenocinio y explotación sexual y comercial.

Derivada de la difícil situación económica por la que se atraviesa en la actualidad, en múltiples familias colimenses los menores de edad son quienes se ven obligados o forzados a trabajar, muchas veces de manera informal, con el fin de apoyar al sustento y mantenimiento del hogar, ocurriendo en no pocos casos que la madre, el padre o el tutor, en su caso, permiten y autorizan dicha actividad, pero sin cuidar y cerciorarse que el lugar o fuente de empleo en el que los menores prestan sus servicios laborales no sea un sitio de riesgo para su pleno desarrollo y en particular para el desarrollo de su personalidad, además de que el empleo a que se dedican les permita asistir a la escuela y seguir disfrutando de sus etapas de niñez y adolescencia en un adecuado y apropiado ambiente.  

En este sentido, se considera la necesidad de adoptar nuevas medidas para prohibir que las niñas, los niños y los adolescentes, desempeñen actividades laborales en las que queden expuestos o en situación de riesgo por tratarse de empleos cuyas características propias de su naturaleza ponen en peligro su vida, su integridad física y desarrollo psicológico, así como su dignidad como personas y que por los actos y conductas que en ciertos sitios de trabajo se realizan son susceptibles de alterar el proceso de formación y desarrollo de la personalidad de los menores. 

Por ello, se requiere de disposiciones y acciones inmediatas que tengan como objetivo de librar de todas esas formas de trabajo a los menores de edad para que sean tratados con respeto en su dignidad y en sus derechos.

Es así que los suscritos Diputados proponemos la reforma de la Ley de los Derechos y Deberes de las Niñas, los Niños y los Adolescentes del Estado de Colima, con la finalidad de prevenir y sancionar, en su caso, la violación de los derechos fundamentales que tienen las niñas, los niños y los adolescentes de desarrollarse en las mejores condiciones para lograr su incorporación plena a nuestra sociedad, por ello es de suma importancia crear conciencia y sensibilidad en aquellas personas que ejercen la patria potestad y la tutela sobre los menores, así como en las personas que contraten los servicios de éstos para trabajar bajo su dependencia, de la obligación legal, moral y social que tienen de no autorizar ni permitir que éstos asistan o laboren en sitios que ponen en riesgo tanto su vida, como su integridad física y psicológica. 

En tal virtud, se plantea mediante la presente Iniciativa adicionar el artículo 13 Bis a la citada Ley para el efecto de que se sancione por parte de la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia DIF, con una multa por el equivalente de una hasta cien veces el salario mínimo general vigente en el Estado, en términos del artículo 83 fracción IV del propio ordenamiento en comento, a la madre, el padre, los tutores, a todas las personas que tengan bajo su cuidado y resguardo a niñas, niños y adolescentes, así como a las personas que figuren como patrón conforme a la Ley Federal del Trabajo, que autoricen o  permitan que los menores asistan o trabajen en establecimientos o lugares como son: bares, centros botaneros, table dance, centros nocturnos, cabarets, cantinas, restaurantes-bar, restaurantes nocturnos, parían, discotecas, casinos para baile, depósitos de vinos y licores o de cerveza, hoteles, moteles, agencias de edecanes y clubs social u otros similares, considerando que por su propia naturaleza y actividad que desarrollan resultan sitios impropios e inadecuados, con un ambiente nocivo y contaminante, para el sano desarrollo integral de los menores, a fin de evitar que sean víctimas de la violencia física y psicológica; crueldad; opresión; explotación laboral, sexual y comercial; abusos; maltratos; daños; agresiones; adicciones, entre otros”.
TERCERO.- Que luego del estudio y análisis de la Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto presentada por el Diputado Leonel González Valencia y demás integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, relativa en primer termino a adicionar el artículo 24 Bis de la Ley de los Derechos y Deberes de las Niñas, los Niños y los Adolescentes del Estado de Colima a fin de que las autoridades del Estado implementen en forma coordinada con la Federación y los Municipios programas, mecanismos y protocolos de seguridad que tengan por objeto la búsqueda inmediata de menores de edad desaparecidos, para lo que se podrá solicitar la participación de la sociedad y de los medios masivos de comunicación para atender este tipo de casos, y darles la difusión necesaria con objeto de facilitar  su localización, se estima por estas Comisiones que la misma es fundada, así como noble el fin que persigue en esencia como lo es procurar una reacción inmediata de forma conjunta y coordinada entre autoridades, medios masivos de comunicación y sociedad civil en la localización de menores desaparecidos o sustraídos, por ello esta Comisión comparte el espíritu de dicha iniciativa de adición en términos generales.
Ciertamente, es verdad que los instrumentos internacionales a que hacen alusión los iniciadores como son la Convención sobre aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores de la Haya, y la Convención Sobre los Derechos del Niño de alguna manera abordan la problemática, pues una vez analizados los mencionados instrumentos internacionales por estas Comisiones que dictaminan se tiene qué, aún y cuando el primer instrumento Internacional que invoca el iniciador como sustento de su iniciativa, esto es, la Convención sobre aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores de la Haya, de su análisis integral no pasa desapercibido para esta Comisión que su objeto es más bien regular las sustracción internacional de menores, pero en su aspecto civil en un sentido amplio, en el cual se incluye la problemática familiar, es decir, el objeto de dicha Convención está más bien referida a cuando la sustracción del menor se da por un familiar del menor, y que dicha sustracción si bien deviene en ilegal no persigue fines delictivos, como lo sería en tratándose de secuestros, trata de personas, extracción de órganos, pornografía infantil, explotación sexual o laboral, entre otros.

No obstante lo anterior, concretamente en el artículo 35 de la Convención Sobre los Derechos del Niño se dispone que los Estados integrantes de la misma tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma, motivo más que suficiente para que se estime una obligación del Estado Mexicano en su conjunto de implementar todas aquellas acciones, métodos y programas necesarios tendientes a prevenir y combatir la problemática de los niños que son privados de su libertad para, posteriormente, cometer diversos delitos en contra de su persona, en este sentido, la iniciativa en estudio tiene ese enfoque protector de la niñez. 

Al respecto, estas Comisiones dictaminadoras comparten con el iniciador su apreciación de que el secuestro o sustracción delictiva de menores es un delito que, sin lugar a dudas, deja serias secuelas emocionales y psicológicas sobre todo a los padres de los menores sustraídos.

Además, por supuesto que muchas de las veces los menores y adolescentes son sustraídos para ser explotados y hacerlos victimas de diversas conductas delictivas como pueden ser la prostitución, la pornografía infantil, la trata de personas, la extracción de sus órganos, el trabajo forzado, entre otras conductas que atentan contra la integridad y sano desarrollo del menor, siendo, además, violados de una manera sistemática sus derechos humanos fundamentales.

Por lo anterior, se considera conveniente y necesario implementar toda medida inmediata de reacción como la aquí propuesta con la presente Iniciativa de Ley, mediante la cual se puedan recuperar los menores sustraídos a través de la implementación de protocolos que han probado su eficacia en otras latitudes en cuanto a la recuperación de menores secuestrados.

Sin embargo, a efecto de perfeccionar la iniciativa de adición del artículo 124 Bis, estas Comisiones dictaminadoras proponen con fundamento en el artículo 134 del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo que se incluya, tanto a las instituciones educativas en todos sus tipos y modalidades, como a todos aquellos centros que  prestan servicios de asistencia social a niños y adolescentes, tales como guarderías, albergues, casas hogar, casas cuna, estancias infantiles e internados, mismas que se mencionan de manera enunciativa más no limitativa, para efecto de que en conjunto con las autoridades de los tres órdenes de gobierno se coordinen, conozcan y apliquen los respectivos protocolos, programas y mecanismos de seguridad que coadyuven no sólo en una pronta localización y recuperación de los menores de edad privados de su libertad por delincuentes, sino incluir también el aspecto de la prevención mediante los programas conducentes para tratar de evitar o mitigar que acontezcan estos hechos lamentables, y no sólo esperar a que sustraigan a los menores para reaccionar o adoptar medidas para ello.

Lo anterior, toda vez que estas Comisiones que dictaminan estiman fundamental la participación de las mencionadas instituciones, mismas que al tener a su cargo y responsabilidad la educación y asistencia social de los menores de edad deben de intervenir y participar de manera conjunta y coordinada con los padres de familia y autoridades competentes no sólo en la implementación de acciones y mecanismos de reacción inmediata en el supuesto de que acontezca la desaparición de menores, sino establecer medidas preventivas y de capacitación en las mencionados centros de asistencia social e instituciones educativas para prevenir la exposición y riesgos de los infantes y adolescentes, a fin de evitar que sean victimas de estas conductas ilícitas.
En segundo término, por lo que respecta a adicionar un artículo 24 Ter a la mencionada Ley de los Derechos y Deberes de las Niñas, los Niños y los Adolescentes del Estado de Colima, a efecto de que las autoridades estatales en el ámbito de su competencia vigilen el cumplimiento de la normatividad aplicable e implementen los mecanismos necesarios para que los centros públicos, privados y sociales que atienden a niñas, niños, y adolescentes, cumplan los requerimientos de infraestructura, recursos y funcionamiento necesarios que garanticen su salud física y mental, estas Comisiones dictaminadoras comparten también en términos generales y en su esencia el contenido de la mencionada Iniciativa de Ley, toda vez que, efectivamente, es fundamental tomar en consideración que todos los establecimientos que prestan servicios de asistencia social a  favor de infantes y adolescentes, deberían contar, sin excepción alguna: con acceso a servicios, con infraestructura funcional, de manera importante con medidas preventivas de protección civil en caso de cualquier tipo de siniestro, con condiciones y practicas sanitarias, así como con alimentación adecuada y personal capacitado y honesto en la atención y cuidado de los menores.

Sin embargo, para que tales medidas y servicios puedan llegar a ser una realidad, obviamente se requiere de la supervisión y vigilancia por parte de las autoridades competentes a los establecimientos que prestan servicios de asistencia social para cerciorarse de que efectivamente presten un servicio adecuado, de calidad y con calidez que incida en el bienestar de la niñez y adolescencia, para evitar cualquier menoscabo en la salud, integridad física y psicológica de los menores y adolescentes como consecuencia precisamente de no reunirse en muchos casos por parte de los mencionados centros las diversas condiciones y medidas adecuadas y de calidad en la prestación de los servicios de asistencia social a su cargo. 

Por otro lado, esta propuesta se ajusta a lo estipulado por la Convención Sobre los Derechos del Niño, en su artículo 3 numeral 3, como atinadamente lo indican los iniciadores en el sentido de que los Estados partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o protección de niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como con relación a la existencia de una supervisión adecuada.

Al respecto, a juicio de estas Comisiones que dictaminan robustece lo anterior lo dispuesto por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 24 numeral 1, en el sentido de que todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado. 

No obstante ello, con fundamento en el artículo 134 del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Colima, estas Comisiones dictaminadoras proponemos modificaciones al texto de la Iniciativa en su artículo 24 Ter a efecto de adecuarlo y hacerlo más congruente con lo que establece la Norma Oficial Mexicana que invoca el propio iniciador denominada NOM-EM-001-SSA3-2010, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de Mayo de 2010, en materia de prestación de servicios de asistencia social para niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo y vulnerabilidad, en el sentido de que la expresión más precisa y en la que quedan comprendidos todos los centros públicos, sociales y privados que atienden niños, niñas y adolescentes es la denominación establecimientos que prestan servicios de asistencia social para niños, niñas y adolescentes en todos sus tipos y modalidades.
Además, estas Comisiones dictaminadoras con fundamento en el propio artículo 134 del Reglamento de la Ley Orgánica  del Poder Legislativo, proponemos incluir dentro de los requisitos que se impone a dichas instituciones de asistencia social de menores, el consistente en que en sus establecimientos se verifique lo relativo a aspectos como la seguridad, la sanidad y los recursos humanos capacitados, lo anterior para dar cabal y puntual cumplimiento al contenido del citado artículo 3 numeral 3 de la  Convención Sobre los Derechos del Niño, de la cual México forma parte, y que fue invocado como fundamento por los propios iniciadores.
CUARTO.- Por lo que se refiere a la Iniciativa de reforma presentada por la Diputada Itzel Sarahí Ríos de la Mora y demás integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, los Diputados Alfredo Hernández Ramos y José Guillermo Rangel Lozano Integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza, y el Diputado Único del Partido del Trabajo Olaf Presa Mendoza, mediante la cual proponen adicionar un artículo 13 Bis a la Ley de los Derechos y Deberes de las Niñas, los Niños y los Adolescentes del Estado de Colima, para efectos de otorgar a la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia DIF la facultad de sancionar con una multa por el equivalente de una a cien veces el salario mínimo general vigente en el Estado, prevista en el artículo 83, fracción IV, del propio ordenamiento legal, tanto a las madres, padres, tutores o personas que por cualquier motivo tengan bajo su cuidado niñas, niños y adolescentes, así como a los patrones o empleadores que permitan o autoricen que los menores asistan o trabajen en lugares tales como bares, restaurantes-bar, centros botaneros, table dance, centros nocturnos, discotecas, hoteles, moteles, depósitos donde se expenden bebidas embriagantes, agencias de edecanes y otros similares, estas Comisiones dictaminadoras consideran que la misma se justifica plenamente.

Ciertamente, esta justificación se da en función de que los centros ya mencionados se consideran lugares que representan un riesgo latente para los infantes y adolescentes, ya que en los mismos quedan expuestos y proclives a ser victimas y caer en la adquisición de vicios y conductas antisociales que afectan su sano e integral desarrollo psicosocial como son la prostitución, la drogadicción, la trata de personas, el alcoholismo, así como a ser victimas potenciales de delitos que atentan contra su integridad física y libre desarrollo de su personalidad, entre otros, todo lo cual va en detrimento de su proceso formativo y desarrollo pleno.

Por tal motivo, en función de que queda claro que quienes son directamente responsables en primer término del cuidado diligente de todo menor son sus padres, tutores o las personas que bajo cualquier titulo los tienen bajo su cuidado y protección, por ello, en razón de tal responsabilidad que tienen éstos de velar por el bienestar de los menores sujetos a su guarda, es que se justifica que si los mismos son negligentes al autorizar o permitir, en ejercicio de su derecho de la patria potestad, tutela o custodia, que los menores bajo su cuidado asistan o trabajen en lugares con un ambiente perjudicial y riesgoso para su pleno desarrollo integral como son bares, restaurantes-bar, centros botaneros, cabarets table dance, centros nocturnos, discotecas, hoteles, moteles, depósitos donde se expenden bebidas embriagantes, agencias de edecanes y otros similares, en tal hipótesis sean sancionados con una multa que va de uno a cien salarios mínimos vigentes en el Estado.

De igual manera, se justifica que la misma sanción administrativa sea impuesta a las personas físicas o morales que figuren como patrón de conformidad con la Ley Federal del Trabajo, en el caso de que autoricen el ingreso o asistencia a esos lugares o que empleen como trabajadores a menores de edad en los mencionados establecimientos considerados de riesgo, ya que se considera que tales patrones tienen una gran responsabilidad social y moral de evitar que los menores de edad no sean expuestos a adquirir una serie de vicios y conductas antisociales que de perpetrarse, pondrían en riesgo el sano desarrollo de su personalidad e integridad física, moral y psicológica, que es precisamente lo que se pretende evitar con la reforma en estudio.

Además de lo anterior, el espíritu de tal reforma guarda concordancia con lo que al respecto dispone el Pacto Internacional Sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, instrumento internacional signado y ratificado por el Estado  Mexicano y que en su artículo 10 numeral 1 estipula que:

Artículo 10.
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que:

1. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.

Otro tratado Internacional suscrito y ratificado por nuestro País, que se pronuncia en tal sentido de protección a los menores contra su empleo en ambientes de trabajo que les puedan resultar perjudiciales a su sano desarrollo psicosocial es la Convención Sobre los Derechos del Niño, misma que en sus artículos 32 numerales 1 y 2, y 34 incisos a) y b)  refiere lo siguiente:

Artículo 32.
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar protegido contra la explotación económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social.

2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas administrativas, sociales y educacionales para garantizar la aplicación del presente artículo.

Artículo 34.
Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán en particular, todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir:
a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad sexual ilegal.
b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales;

Por otro lado, a juicio de estas Comisiones dictaminadoras es correcto y adecuado establecer en el artículo 13 Bis que se propone adicionar a la Ley de los Derechos y Deberes de las Niñas, los Niños y los Adolescentes del Estado de Colima, que sea precisamente la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia la autoridad facultada para imponer, en términos del artículo 83, fracción IV, del propio ordenamiento legal, la sanción consistente en multa a  los patrones o propietarios de los mencionados establecimientos, así como a los propios padres, tutores o cualquier persona que tenga bajo su cuidado a menores que infrinjan el mencionado dispositivo jurídico, al autorizar o permitir que éstos asistan o laboren en los mencionados lugares que significan riesgos para su sano desarrollo integral; por ser la referida Institución dependiente del DIF Estatal, la autoridad competente e  idónea en materia de protección de los derechos de lo menores, conforme a lo previsto por el artículo 9 fracciones VII y VIII de la Ley de la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia, ordenamiento normativo que le otorga atribuciones para vigilar que los menores y adolescentes no sean empleados en fuentes de trabajo nocivas para su salud para que no entorpezcan su desarrollo físico, emocional y educativo; así como vigilar la seguridad y moralidad de los menores, adolescentes y la familia; pero que, sin embargo, no la faculta para imponer una sanción en ese supuesto especifico en que por negligencia se permita a los menores asistir o laborar en los mencionados centros de riesgo para su sano desarrollo integral.
Finalmente, cabe precisar que el proyecto de dictamen y su correlativa iniciativa en estudio fue enviada para su análisis y revisión por esta Comisión dictaminadora al DIF Estatal, así como a sus dependencias internas que son la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia. y la Coordinación del Programa de Atención a Niños, Niñas y Adolescentes en Riesgo, con el fin de conocer sus puntos de vista, observaciones y comentarios para enriquecer el dictamen en comento, obteniendo respuesta expresa por parte de la Dirección de Asistencia Jurídica del citado organismo descentralizado estatal, quien manifestó su conformidad con el mismo.

Por las anteriores consideraciones, a criterio de estas Comisiones dictaminadoras es que resulta viable, positiva y de beneficio social esta reforma, ya que finalmente lo que se pretende es evitar que mediante actitudes negligentes e irresponsables tanto de padres, tutores o de quienes tengan bajo su cuidado a menores de edad, o de patrones, en su caso, que las niñas, los niños y los adolescentes, asistan o trabajen en lugares inapropiados y con un ambiente de inminente riesgo para su persona, ya que se compromete su sano desarrollo mental, emocional y moral, que se consideran elementos esenciales y fundamentales para su proceso formativo y libre desarrollo de su personalidad. 

Por lo anteriormente expuesto se expide el siguiente 

D  E C R E T O  No. 292

“ARTÍCULO ÚNICO.- Es de aprobarse y se aprueban las adiciones de los artículos 13 Bis, 24 Bis y 24 Ter a la Ley de los Derechos y Deberes de las Niñas, los Niños y los Adolescentes del Estado de Colima, para quedar en los siguientes términos:
Artículo 13 Bis.-  La madre, el padre, los tutores, todas las personas que tengan a su cuidado niñas, niños y adolescentes, así como las personas que figuren como patrón conforme a la Ley Federal del Trabajo, que autoricen o  permitan que éstos asistan o trabajen en lugares como bares, centros botaneros, table dance, centros nocturnos, cabarets, cantinas, restaurantes-bar, restaurantes nocturnos, parían, discotecas, casinos para baile, depósitos de vinos y licores o de cerveza, hoteles, moteles, agencias de edecanes y clubs social u otros similares, les será impuesta por la Procuraduría la sanción prevista en el artículo 83 fracción IV de esta Ley.

Artículo 24 Bis.- Las autoridades del Estado, Federación y los Municipios en el ámbito de sus respectivas atribuciones se coordinarán entre si, y con las instituciones educativas, padres de familia, y aquellos establecimientos que presten servicios de asistencia social para las niñas, los niños y los adolescentes con el fin de aplicar programas preventivos, mecanismos y protocolos de seguridad que tengan por objeto evitar la desaparición de niñas, niños y adolescentes, así como la búsqueda inmediata en casos de desaparición de los mismos, con la colaboración y participación estrecha de la sociedad y de los medios masivos de comunicación para coadyuvar en la atención y solución de este tipo de casos, y darles la difusión necesaria que facilite su localización y recuperación. 

Artículo 24 Ter.- Las autoridades estatales en el ámbito de su competencia, vigilarán el cumplimiento de la normatividad aplicable e implementarán los mecanismos y estrategias necesarias para que los establecimientos que presten servicios de asistencia social para las niñas, los niños y los adolescentes en todos sus tipos y modalidades, cumplan los requerimientos de infraestructura, funcionamiento, seguridad, sanidad y recursos humanos capacitados, que sean necesarios para garantizar su salud, integridad física y psicológica.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Colima”.

El Gobernador del Estado dispondrá se publique, circule y observe.”

Dado en el Recinto Oficial del Poder Legislativo, a los veintiocho días del mes de febrero del año dos mil once.

C. MA. DEL SOCORRO RIVERA CARRILLO

DIPUTADA PRESIDENTA

C. ENRIQUE ROJAS OROZCO 

C. LEONEL GONZÁLEZ VALENCIA 
                 DIPUTADO SECRETARIO                               DIPUTADO SECRETARIO

� Convención de los Derechos del Niño, promulgado y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991.


� México Unido contra la Delincuencia, � HYPERLINK "http://www.mucd.org.mx" �www.mucd.org.mx�


� Informe del relator especial de la Comisión de Derechos Humanos sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía. Febrero de 2007. Presentado en el 63 periodo de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos. Disponible en Internet: � HYPERLINK "http://www.unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/" �http://www.unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/�.


� Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía. Artículo 2 b).


� Procuraduría General de Justicia de Chihuahua, Agencia Estatal de Investigaciones, � HYPERLINK "http://www.chihuahua.gob.mx/pgje" �www.chihuahua.gob.mx/pgje�


� Ley 290, 24 de diciembre de 2002, Ley de la Policía de Puerto. En el artículo 5 prevé el Reglamento del Plan Amber para Puerto Rico.


� National Center for Missing and Exploited Children y la Polly Klass Foundation.


� Gobierno de Texas, � HYPERLINK "http://www.governor.state.tx.us/" �http://www.governor.state.tx.us/�.


� Myers, Robert G. "Globalización y servicios de atención a niños menores de seis años en áreas urbanas", en Del Río, Norma (Coord.) (2000). La infancia, vulnerable de México en un mundo globalizado, UAM-UNICEF, pp. 169-193.
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